
REPÚBLICA DE COLOMBIA 
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO CINCUENTA Y NUEVE (59) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO 
JUDICIAL DE BOGOTA D.C. 

- SECCIÓN TERCERA - 
 

Bogotá D.C., cinco (5) de junio de dos mil veintiséis (2026) 
 

Medio de Control: ACCIÓN DE TUTELA 

Radicado: 11001 33 43 059 2026 00221 00 

Accionante:  SERGIO OSWALDO RODRÍGUEZ GONZÁLEZ 

Accionada:  INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTÍN CODAZZI – IGAC  

Vinculados: COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL – CNSC  
LINA MARIA MONTOYA TORO y JUAN CARLOS SIERRA 
BARAHONA (empleados en encargo) 

Asunto: AUTO QUE ADMITE LA TUTELA 

 
ACCIÓN DE TUTELA 

 

Se decide sobre la admisión de la Acción de Tutela instaurada por Sergio Oswaldo 

Rodríguez González, quien actúa en nombre propio, en ejercicio de la acción consagrada 

en el artículo 86 de la Constitución Política y desarrollada por el Decreto – Ley 2591 de 

1991, contra el Instituto Geográfico Agustín Codazzi – IGAC por considerar que las 

entidades vulneraron sus derechos fundamentales al debido proceso administrativo, 

acceso a cargos públicos y trabajo. 

 

De conformidad con los hechos de la acción de tutela se ordena vincular en calidad de 

accionados a la Comisión Nacional del Servicio Civil – CNSC, Lina María Montoya 

Toro y Juan Carlos Sierra Barahona (empleados en encargo). 

 

Debido a que las reglas de reparto contenidas en el Decreto 333 de 2021 son guías para 

establecer la asignación del conocimiento de la acción constitucional, no se puede predicar 

que las mismas son mandatos procesales para establecer la competencia y en procura de 

garantizar los principios de celeridad y eficacia de la acción de tutela contenidos en el 

artículo 3º de Decreto 2591 de 1991 y de la protección inmediata de los derechos 

fundamentales del accionante1, sumado a que la demanda cumple los requisitos formales 

de ley establecidos en los artículos 10 y siguientes del Decreto 2591 de 1991, habrá de 

admitirse. 

 

De la solicitud de medida provisional  

 

“(…)  
PRIMERO: Se ORDENE al Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) que, de manera 
inmediata y en un término no mayor a veinticuatro (24) horas, fije fecha y hora para llevar a 
cabo mi acto de posesión en el empleo de Secretario Ejecutivo, Código 4210, Grado 19, 
identificado con la OPEC No. 187821, de conformidad con los términos establecidos en el 
artículo 5 de la Resolución No. 657 del 28 de mayo de 2026 expedida por la misma entidad.  
 
SEGUNDO: Se ORDENE al Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) abstenerse de 
aplicar cualquier figura de decaimiento, revocatoria del acto administrativo de nombramiento, 

                                                      
1 Corte Constitucional, Auto 598/2019 del 5 de noviembre dentro del expediente ICC-3749, MP Alberto Rojas Ríos. 
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pérdida de fuerza ejecutoria o declaratoria de vacancia del cargo por el supuesto no 
cumplimiento del término de posesión. Se aclara de manera expresa al Despacho que, a la 
fecha de radicación de esta acción, el suscrito se encuentra dentro del término legal y 
oportuno de los diez (10) días hábiles siguientes a la aceptación efectuada el 31 de mayo 
de 2026 para materializar la posesión. En consecuencia, cualquier vencimiento futuro o falta 
de materialización de dicho acto será de exclusiva responsabilidad de la mora, el trámite 
interno y la renuencia injustificada de la entidad accionada, por lo que no se me puede 
trasladar a mí, como administrado y triunfador del concurso de méritos, un perjuicio derivado 
de la inoperancia de la administración.  
 
TERCERO: ORDENAR al Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC) que, en el mismo 
término perentorio otorgado para contestar la presente acción de tutela, individualice e 
informe de manera detallada a este Despacho Judicial los datos completos (nombre, 
apellido, número de documento de identidad, cargo y tipo de vinculación) de los funcionarios 
o contratistas que proyectaron y elaboraron el Oficio No. 3100STH-2026-0000624-EE del 4 
de junio de 2026, mediante el cual se pretende dilatar de forma injustificada mi derecho legal 
a la posesión.  
 
Fundamento de la urgencia: El artículo 5 de la Resolución No. 657 del 28 de mayo de 2026 
establece expresamente que, una vez aceptado el nombramiento, debo tomar posesión 
dentro de los diez (10) días hábiles siguientes. Manifesté mi aceptación formal el 31 de mayo 
de 2026 día no hábil, con el objeto de que quedara en firme el 1 de junio de 2026. En 
consecuencia, el término legal se encuentra corriendo de manera indetenible. El IGAC, 
mediante Oficio No. 3100STH-2026-0000624-EE del 4 de junio de 2026, me informó por 
escrito que contempla realizar mi posesión hasta la «primera o segunda semana del mes de 
julio de 2026».  
 
Esta dilación impuesta por la entidad me expone a que venza el término legal de 10 días 
hábiles sin posesionarme, lo cual generaría la pérdida automática de mis derechos de 
carrera y del cargo que gané legítimamente por concurso de méritos. Existe un perjuicio 
irremediable, actual e inminente que requiere la intervención inmediata del juez 
constitucional.” 

 

Al respecto, el artículo 7 del Decreto 2591 de 19912, reguló lo concerniente a las medidas 

provisionales en las acciones de tutela, mismas que pueden decretarse cuando el juez 

expresamente lo considere necesario y urgente para proteger un derecho, sin que la 

decisión sobre ésta implique un prejuzgamiento. 

 

De la redacción de la norma antes transcrita, se obtiene la siguiente regla interpretativa 

para adoptar medidas preventivas para la protección de un derecho en ejercicio de la 

acción de tutela: 

 

(i) Que el juez expresamente la considere necesaria y urgente para proteger un 

derecho o evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público que 

produzcan daños irreversibles como consecuencia de los hechos realizados; 

(ii) Que éstas pueden ser medidas de suspensión, ejecución o conservación,  

(iii) Procedente para evitar un perjuicio cierto e inminente al interés público y que 

                                                      
2 ARTICULO 7o. MEDIDAS PROVISIONALES PARA PROTEGER UN DERECHO. Desde la presentación de la solicitud, 
cuando el juez expresamente lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, suspenderá la aplicación del acto 
concreto que lo amenace o vulnere.  
Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución o la continuidad de la ejecución, para evitar 
perjuicios ciertos e inminentes al interés público. En todo caso el juez podrá ordenar lo que considere procedente para 
proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un eventual fallo a favor del solicitante. 
La suspensión de la aplicación se notificará inmediatamente a aquél contra quien se hubiere hecho la solicitud por el medio 
más expedito posible.  
El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier medida de conservación o seguridad encaminada a 
proteger el derecho o a evitar que se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos realizados, todo de 
conformidad con las circunstancias del caso.” 
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se encuentre acreditado;  

(iv) La adopción sobre medida provisional, no hace ilusorio el efecto de un fallo a 

favor del solicitante. 

 

Por su parte, la Corte Constitucional mediante Auto 258 de 2013, señaló que procede el 

decreto de las medidas provisionales cuando se configure una de las siguientes hipótesis: “(i) 

cuando éstas resultan necesarias para evitar que la amenaza contra el derecho fundamental 

se concrete en una vulneración o; (ii) cuando, constatada la ocurrencia de una violación, sea 

imperioso precaver su agravación (…)”. 

 

En ese mismo sentido, la Corte Constitucional3 ha sostenido que el Juez constitucional puede 

adoptar la medida provisional que estime pertinente para proteger el derecho, cuando sea 

necesario y urgente, así mismo ha señalado que es una decisión discrecional que debe ser 

razonada, sopesada y proporcionada a la situación planteada. 

 

Revisado el paginario, esta Sede Judicial procederá a NEGAR la solicitud de medida 

provisional impetrada por la parte actora, conforme a los siguientes argumentos:  

 

De lo narrado en el escrito tutelar y del material probatorio aportado, advierte el Despacho 

que no se evidencia la urgencia o la inmediatez en la adopción de la medida provisional 

solicitada para evitar un perjuicio o un daño mayor a los derechos fundamentales de los 

cuales se deprecan su amparo constitucional hasta tanto esta Sede Judicial profiera el 

fallo de primera instancia.  

 

De otro lado, se destaca que la parte actora omitió exponer las razones de hecho o de 

derecho que permitan concluir que, de no decretarse la medida, se podría afectar el objeto 

y la efectividad de la sentencia de primera instancia, que eventualmente pudiera amparar 

los derechos invocados como vulnerados.  

 

Lo anterior apoyado en que de llegarse a la conclusión en este trámite que hay una 

vulneración a los derechos fundamentales del accionante, se podrá dictar alguna orden 

encaminada a efectuar la posesión reclamada. No obstante, dicha situación tampoco genera 

per se un perjuicio irremediable para el actor.  

 

A lo anterior se suma que la medida provisional solicitada surge como consecuencia de la 

pretensión expuesta en el escrito tutelar, esto es, que se ordene su posesión el cargo de 

Secretario Ejecutivo, Código 4210, Grado 19, OPEC No. 187821, nombramiento efectuado 

mediante la Resolución No. 657 del 28 de mayo de 2026, por lo que el juicio de 

ponderación se debe realizar en la etapa de sentencia con la totalidad de los fundamentos 

probatorios y argumentos de defensa, que permitan evidenciar efectivamente la presunta 

violación de los derechos fundamentales invocados, así como garantizar plenamente la 

participación del extremo pasivo. 

 

Por otra parte, en el acápite de la solicitud de medida cautelar no se determinó ni acreditó 

la configuración de un posible perjuicio irremediable; como quiera que teniendo en cuenta 

                                                      
3 C. Const., Auto 207/12, sept. 18/12 M. P. Luis Guillermo Guerrero Pérez 
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lo manifestado anteriormente y las pruebas allegadas al proceso, la situación de peligro 

y/o indefensión no se encuentra demostrada.  

 

Aunado a lo anterior, y en virtud de los requisitos consagrados en el artículo 7º del Decreto 

Ley 2591 de 1991, debe precisarse que la medida solicitada no estaría encaminada a 

evitar un perjuicio irremediable, ya que ésta se sustenta en elementos de carácter 

subjetivo, siendo la apreciación para el decreto de medidas provisionales de carácter 

suspensivo, de ejecución o conservación de carácter objetivo, de cara a la imparcialidad 

exigida para este tipo de decisiones. 

 

Por lo expuesto anteriormente, la solicitud en estudio no cumple con los requisitos 

necesarios para que proceda el decreto de la medida provisional solicitada, toda vez que 

no se advirtió una amenaza cierta, inminente y grave sobre los derechos fundamentales 

deprecados que requiera una intervención inmediata por parte del Juez Constitucional, 

conforme lo dispone el Decreto 2591 de 1991. 

 

Por último, en consideración al uso de las nuevas tecnologías de la información y las 

comunicaciones en las actuaciones judiciales, se solicita a las partes que en el presente 

trámite de tutela las contestaciones, requerimientos, informes de cumplimiento entre otros, 

deberán remitirse a través de mensaje de datos a este Despacho, razón por la cual 

deberán remitirse únicamente al correo de notificaciones de este Despacho Judicial. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Cincuenta y Nueve Administrativo del Circuito Judicial 

de Bogotá, 

 

R E S U E L V E: 
 
Primero: Admitir la tutela interpuesta por Sergio Oswaldo Rodríguez González, quien 

actúa en nombre propio, contra el Instituto Geográfico Agustín Codazzi – IGAC, por las 

razones indicadas en esta providencia 

 

Segundo: Vincular en calidad de accionados a la Comisión Nacional del Servicio Civil – 

CNSC, Lina María Montoya Toro y Juan Carlos Sierra Barahona (empleados en encargo). 

 

Tercero. Negar la medida provisional solicitada, conforme a lo expuesto en la parte motiva 

de este proveído.  

 

Cuarto: Notificar personalmente al director del ii) Instituto Geográfico Agustín Codazzi – 

IGAC; al ii) Comisionado de la Comisión Nacional del Servicio Civil – CNSC; a iii) Lina 

María Montoya Toro y a iv) Juan Carlos Sierra Barahona (empleados en encargo) o a 

quienes hagan sus veces, o por competencia esté en condiciones de responder, por las 

razones indicadas en esta providencia. 

 

Quinto: Requerir al ii) Instituto Geográfico Agustín Codazzi – IGAC; al ii) Comisionado de 

la Comisión Nacional del Servicio Civil – CNSC; a iii) Lina María Montoya Toro y a iv) Juan 

Carlos Sierra Barahona (empleados en encargo), o a quienes hagan sus veces, o por 

competencia esté en condiciones de responder, para que en el término de dos (2) días se 

sirvan rendir un informe sobre los hechos que originaron esta acción, de conformidad con 
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el artículo 19 del Decreto 2591 de 1991. 

 

5.1 Dentro del informe además de poder ejercer su derecho de defensa, deberán 

especificar qué actuaciones concretas han realizado en relación con el nombramiento del 

accionante y en caso negativo, las razones de tal omisión.  

 

5.2. Junto con el informe el IGAC deberá allegar la totalidad del expediente administrativo 

relacionado con la Resolución No. 657 del 28 de mayo de 2026 (constancia de notificación, 

recursos, actuaciones surtidas y estado actual del trámite, si ha comunicado alguna 

actuación administrativa que suspenda los tiempos de respuesta de recursos). 

 

5.3. Sin perjuicio de la decisión que se adopte en esta instancia tutelar, deberá informar el 

nombre y el correo electrónico institucional del funcionario responsable de cumplir con las 

eventuales ordenes que se impartan.  

 

Recuérdese al funcionario requerido que el informe se considerará rendido bajo juramento, 

según la citada disposición y que de conformidad con el artículo 20 del Decreto 2591 de 

1991, si el informe y los documentos no se aportan en el término otorgado, los hechos de 

la acción se tendrán por ciertos y se resolverá́ de plano.  

 

Sexto: Tener como pruebas lo anexado por la parte accionante en el escrito de tutela. 

 

Séptimo: Ordenar a la Comisión Nacional del Servicio Civil -CNSC; y al Instituto Geográfico 

Agustín Codazzi – IGAC, que publiquen en sus páginas web oficiales, el escrito de tutela y 

el presente auto, para que los interesados en la misma puedan conocer su contenido y si lo 

desean, se pronuncien al respecto. Para lo anterior, se concederá un término de cuarenta y 

ocho (48) horas, contadas a partir de la notificación de la presente decisión en la respectiva 

página oficial. Las entidades deberán allegar al día siguiente de su publicación en la página 

web los respectivos soportes. 

 

Octavo: Requerir a las partes para que toda actuación que se adelante en el presente 

trámite de tutela, se allegue únicamente al CORREO DE NOTIFICACIONES de este 

Despacho Judicial y por ningún motivo se allegue en forma física. 

 

Octavo: Comunicar a las partes por el medio más expedito y a los correos electrónicos:  

 

Accionante  

oswaldo.sr84@gmail.com  

 

Accionadas  

judiciales@igac.gov.co  

notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co 

lina.montoya@igac.gov.co 

juanc.sierra@igac.gov.co,  

ricardo.siachoque@igac.gov.co  

natalia.gonzalez@igac.gov.co 

 

Surtido lo anterior, ingrese el expediente al Despacho para tomar las decisiones que             en 

mailto:notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co
mailto:natalia.gonzalez@igac.gov.co
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derecho correspondan.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 
 
 
David Fernando León Corredor  

Juez  
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David Fernando Leon Corredor 
Juez 

Juzgado Administrativo 
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